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Secretario: El Jefe del Servicio de Contabilidad, Presupuesto y Nómina 
del Centro de Estudios Jurídicos.

Con la finalidad de asistir y/o asesorar a la Comisión en sus funciones 
de evaluación de solicitudes, el presidente de la misma, podrá invitar a 
participar en ella a un representante de la entidad colaboradora, así como 
a cualquier otra persona que se considere de interés a dicho efecto.

3. Completado el expdiente, el órgano instructor lo pondrá de mani-
fiesto a los interesados cuando en el procedimiento se hayan tenido en 
cuenta otros hechos, alegaciones o pruebas no aducidos por el propio 
solicitante, para que en un plazo de diez días alegue lo que considere con-
veniente.

4. El órgano instructor, a la vista del expediente y del informe de la 
Comisión de evaluación, formulará la propuesta de resolución que, debi-
damente motivada, se elevará al órgano competente para resolver el pro-
cedimiento.

5. La resolución, que pondrá fin a la vía administrativa, se dictará por 
el Director del Centro de Estudios Jurídicos, será motivada y se publicará 
en la forma que se determine en la resolución de convocatoria.

6. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del proce-
dimiento será de dos meses, a contar desde el siguiente a la publicación 
de la resolución por la que se efectúe la convocatoria. El vencimiento del 
plazo máximo previsto, sin haberse notificado la resolución, legitima a los 
interesados para entender desestimada por silencio administrativo su 
solicitud de concesión de ayudas.

7. La resolución de adjudicación de las ayudas pone fin a la vía admi-
nistrativa y contra la misma podrá interponerse recurso contencioso-
administrativo, sin perjuicio del recurso de reposición previsto en los 
artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

Artículo 7. Criterios de graduación de posibles incumplimientos.

En caso de incumplimiento parcial de los requisitos exigidos al benefi-
ciario, la Comisión de evaluación prevista en el artículo 6.2 de la presente 
orden considerará la disminución de las ayudas en proporción al grado de 
cumplimiento de dichos requisitos.

Artículo 8. Revisión, reintegro y régimen sancionador.

Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión 
de las ayudas podrá dar lugar a la modificación de la resolución de la 
concesión de acuerdo con los criterios de graduación que se establecen 
en la presente orden.

Procederá el reintegro de las cantidades percibidas en concepto de 
beca o de la cuantía de los intereses del préstamo financiado, y la exigen-
cia del interés de demora, desde el momento del pago de la beca, en los 
supuestos previstos en el artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviem-
bre, General de Subvenciones, y conforme al procedimiento establecido 
en los artículos 41 y siguientes de dicha Ley.

Asimismo, procederá el reintegro de las cantidades y cuantía propor-
cionales que correspondan en el caso de renuncia del beneficiario en 
cualquier momento y por cualquier motivo que alegue.

Los beneficiarios de las ayudas estarán sometidos a las responsabili-
dades y al régimen sancionador que, sobre infracciones administrativas 
en materia de subvenciones, establecen los artículos 52 y siguientes de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

Artículo 9. Incompatibilidades.

El disfrute de estas ayudas será incompatible con la obtención concu-
rrente de cualesquiera subvenciones o ayudas otorgadas por otras admi-
nistraciones o entes públicos o privados con la misma finalidad formativa. 
Caso de que el beneficiario se encontrara disfrutando de otra ayuda ante-
riormente concedida, deberá presentar documentación justificativa sufi-
ciente de su renuncia a la misma al inicio del período de disfrute de la 
ayuda objeto de esta orden.

No obstante, resultará compatible la obtención de ambas modalidades 
de las ayudas reguladas en la presente orden.

Artículo 10. Recursos.

Contra la resolución del procedimiento de concesión de las ayudas 
económicas objeto de la presente orden podrá interponerse potestativa-
mente recurso de reposición en el plazo de un mes, o recurso conten-
cioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Nacional en el plazo de dos meses.

Disposición adicional primera.

Se faculta al Director del Centro de Estudios Jurídicos para resolver 
las dudas e incidencias que se puedan producir en cada convocatoria.

Disposición adicional segunda.

En lo no previsto en esta orden se estará a lo dispuesto en la Ley 38/
2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y supletoriamente en 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Boletín Oficial del Estado.

Madrid, 25 de julio de 2006.–El Ministro de Justicia, Juan Fernando 
López Aguilar. 

 13813 RESOLUCIÓN de 21 de abril de 2006, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto contra el Acuerdo dictado por el Juez Encar-
gado del Registro Civil Central, en el expediente sobre 
inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad 
española.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo y 
opción a la nacionalidad española remitido a este Centro en trámite de 
recurso, en virtud del entablado por el promotor, contra Acuerdo del Sr. 
Juez Encargado del Registro Civil C.

Hechos

1. Mediante comparecencia efectuada en el Registro Civil de Z., 
D. M., mayor de edad, nacido en M., de nacionalidad guineana de ori-
gen y española por residencia y con domicilio en Z., como represen-
tante legal de su hija menor de 14 años M., nacida en M. el 9 de abril 
de 1995, de nacionalidad guineana solicitó la inscripción de naci-
miento de la menor en Registro Civil Español con nota marginal de 
opción a la nacionalidad española. Como documentación acreditativa 
de su pretensión presentó: Hoja de declaración de datos para la ins-
cripción, certificado literal original de nacimiento del padre de la 
menor expedido por el Registro Civil C. con nota marginal de adquisi-
ción de la nacionalidad española por residencia, sentencia judicial 
española declarando la privación de la patria potestad de la madre de 
la menor, con diligencia de firmeza, certificado municipal de empa-
dronamiento de la menor en Z., fotocopia del D.N.I. del padre de la 
menor, fotocopia del N.I.E. de la menor, Auto judicial del Sr. Encar-
gado del Registro Civil de Z. de fecha 12 de junio de 2003 autorizando 
la inscripción del nacimiento de la menor en Registro Civil Español 
con nota marginal de opción a la nacionalidad española y certificado 
guineano de nacimiento de la menor. El 8 de septiembre de 2004 S.S.ª, 
a la vista de lo manifestado y de la documentación aportada, acordó 
su remisión al Registro Civil C. con informe favorable.

2. El 27 de mayo de 2005, el Sr. Juez Encargado del Registro Civil C. 
dictó Acuerdo denegando la inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española de la menor, sin perjuicio de que pudiera iniciar 
expediente de adquisición de la nacionalidad española por residencia, ya 
que en este supuesto existían circunstancias suficientes para entender 
que la relación de filiación entre el padre español y la supuesta hija no ha 
quedaba acreditada.

3. Notificado el Acuerdo anterior al promotor, éste presentó escrito 
de recurso el 16 de agosto de 2005 para que fuera elevado a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado adjuntando la documentación 
que se relaciona: Acta de notarial por la que el padre de la menor y Dña. 
Q., tía de la menor, se comprometen a sufragar los gastos de estancia en 
E. indefinidamente de la menor, contrato de arrendamiento de vivienda 
suscrito por la tía de la menor, solicitud del N.I.E. de la menor, fotocopias 
de la declaraciones de la renta del padre de la menor correspondientes a 
los ejercicios de 1999, 2000, 2001 y 2002, certificado municipal de convi-
vencia de la menor con su padre y otra persona llamada M., a la que cali-
fican como madre de la menor y fotocopias de las hojas de datos de los 
pasaportes guineanos de la menor y de su padre.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal 
que interesó la confirmación del Acuerdo por sus propios fundamentos. 
El Sr. Juez Encargado del Registro Civil C. elevó a la Dirección General de 
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los Registros y del Notariado todo lo actuado, informando que, a su juicio, 
no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos que aconsejaron 
dictar la Resolución recurrida y, por tanto, entendía que debía confir-
marse la misma.

Fundamentos de Derecho

I. Vistos los artículos 20 del Código civil; 15, y 23 de la Ley del Regis-
tro Civil; 66, 68, 85, 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las 
Resoluciones de de 4-1.ª y 21-3.ª de enero, 8-2.ª de febrero y 24-2.ª, 24-3.ª 
de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 6-1.ª de junio y 24-2.ª de 
octubre de 2005.

II. Se pretende por el interesado, español por residencia, ecuatogui-
neano de origen, que se inscriba como española a su hija nacida en 
Malabo en 1995, previo ejercicio a favor de ella del derecho de opción a 
dicha nacionalidad. En el certificado local aportado se ha hecho constar 
el nombre y apellidos del interesado como padre de la menor, pero a con-
tinuación se ha indicado lo siguiente: «Artículo 191 del Reglamento del 
Registro Civil». Esta referencia es la causa por la que el Registro Civil C. 
ha denegado la inscripción, porque el citado artículo se refiere a los 
supuestos en que no siendo conocida la filiación se hace constar el nom-
bre del padre o de la madre a efectos identificadores. Por consecuencia 
de ello el citado Registro ha concluido que no está acreditada la paterni-
dad de la hija.

III. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda ins-
cribirse en el Registro Civil español es necesario que afecte a algún 
ciudadano español (cfr. arts. 15 L.R.C. y 66 R.R.C), pudiendo prescin-
dirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera de plazo 
cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro 
extranjero, «siempre que no haya duda de la realidad del hecho ins-
crito y de su legalidad conforme a la ley española (art. 23, II, L.R.C.) y 
siempre que el Registro extranjero “sea regular y auténtico, de modo 
que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, 
tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española”» (art. 85, I, R.R.C.).

IV. En el presente caso el padre del interesado adquirió la nacionali-
dad española por residencia en el año 2002 y pretende en este expediente 
optar a favor de una hija, menor de edad, por la nacionalidad española 
basándose en el supuesto previsto en el artículo 20.1, a) que atribuye el 
citado derecho a quienes estén o hayan estado sujetos a la patria potestad 
de un español. La cuestión que impide la estimación del recurso está, 
como se ha hecho constar en el segundo fundamento en que no está acre-
ditada la relación paterno filial de la menor. Es cierto que en el expediente 
obra una sentencia de privación de la patria potestad de la madre en la 
que la paternidad se da por supuesta, pero en esta sentencia no consta el 
reconocimiento de la paternidad o una previa declaración judicial de 
paternidad, si es que ha tenido lugar, y que hubiese sido inscrita en el 
Registro Civil local, a cuyos asientos se ha de estar en tanto no sean recti-
ficados, según resulta del carácter exclusivo de la prueba registral de los 
hechos y actos relativos al estado civil de las personas (cfr. arts. 2 y 3 
LRC), que resulta extrapolable a las certificaciones de los Registros 
extranjeros por razón del principio de equivalencia de las garantías de 
autenticidad entre aquellos y el Registro español que imponen los artícu-
los 23 LRC y 85 RRC.

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 21 de abril de 2006.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 13814 RESOLUCIÓN de 24 de abril de 2006, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto contra el Acuerdo dictado por el Juez Encar-
gado del Registro Civil Central, en el expediente sobre 
inscripción de matrimonio celebrado en el extranjero.

En el expediente sobre inscripción de matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor 
contra acuerdo del Encargado del Registro Civil C.

Hechos

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de B. el 4 de sep-
tiembre de 2004, Don G., nacido el 9 de diciembre de 1961 en B., de nacio-
nalidad española, solicitó la inscripción en el Registro Civil C. de su 
matrimonio celebrado en C. el 7 de agosto de 2003, con doña  R., nacida el 

13 de abril de 1979 en C., de nacionalidad cubana. Presentaban la siguiente 
documentación: acta de matrimonio; DNI, certificado de nacimiento, de 
matrimonio anterior con inscripción marginal de divorcio, y de empadro-
namiento, correspondiente al contrayente; y certificado de nacimiento y 
pasaporte de la contrayente.

2. El 20 de enero de 2005, se celebró la entrevista, en audiencia reser-
vada con el contrayente, en el Registro Civil de B., manifestando que era 
divorciado, y tenia una hija de trece años; que su esposa era soltera y tenía 
una hija de tres años; que conoció a su esposa a través de una amiga que 
vivía en B., por correo, y fue a conocerla a C. después de dos años de man-
tener correspondencia; que él es mecánico industrial y su esposa es infor-
mática, que ha viajado a C. en agosto de 2003, durante 31 días, y en noviem-
bre de 2004, por diez días; que ella tiene dos hermanos. El Encargado del 
Registro Civil Consular de la Habana informó que los contrayentes habían 
solicitado la transcripción de su matrimonio en el Registro Civil Consular el 
5 de septiembre de 2003, y fue denegado por considerarlo nulo, al no existir 
consentimiento matrimonial real por parte de los cónyuges, habiéndose 
notificado el auto a los interesados, sin que constara que hubieran inter-
puesto recurso.

3. Con fecha 23 de mayo de 2005, el Encargado del Registro Civil C. 
dictó acuerdo denegando la inscripción del matrimonio, ya que constaba en 
el expediente que los interesados fueron debidamente informados de la 
resolución denegatoria de la inscripción de su matrimonio dictada por el 
Encargado del Registro Civil Consular de L., sin que la recurrieran, por lo 
que tal resolución devino firme, y no era posible ahora, sin acreditar ningún 
hecho nuevo que desvirtuara lo acordado por el Registro Civil Consular, 
reiterar el expediente ante el Registro Civil C. que no podía hacer nada al 
respecto en una resolución que devino firme.

4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, éste 
interpuso recurso solicitando la inscripción de su matrimonio, alegando 
que en el auto dictado por el Consulado en España en L. no existía prueba 
alguna de la falta de consentimiento.

5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, 
que informó que procedía confirmar el acuerdo por sus fundamentos. El 
Encargado del Registro Civil informó que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar la resolución, por lo que 
entendía que debía confirmarse, y remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.

Fundamentos de Derecho

I. Vistos los artículos 29 de la Ley del Registro Civil; 342 y 355 del 
Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones de 10 de marzo, 8 de abril; 
10-4.ª y 18-3.ª de junio, l7-1.ª de julio y 17-2.ª y 18-2.ª de septiembre de 2003 y 
20-3.ª de febrero de 2004.

II. Los hoy recurrentes contrajeron matrimonio en la ciudad de La 
Habana (Cuba) el 7 de agosto de 2003, solicitando posteriormente su ins-
cripción en el Registro Consular español dependiente de La Habana. Dicha 
inscripción fue denegada mediante resolución del Encargado del citado 
Registro, que se notificó en legal forma a los promotores el 12 de enero de 
2003 sin que los mismos hubieran recurrido la misma. El 1 de septiembre de 
2004 el interesado comparece ante el Registro Civil de Barcelona y pro-
mueve la inscripción del mismo matrimonio en el Registro Civil español. 
Remitido el expediente al Registro Civil Central se dicta Acuerdo el 23 de 
mayo de 2005, declarando no haber lugar a lo interesado, el cual es objeto 
del presente recurso. En realidad, esta pretensión de la interesada envuelve 
un recurso contra la resolución citada del Registro Consular y este recurso 
no puede admitirse, porque fue presentado fuera de plazo sin que, además, 
conste que hayan variado las circunstancias que motivaron aquella. La noti-
ficación que se hizo fue correcta, se realizó personalmente con entrega de 
copia literal de dicha resolución, que está firmada por el interesado, consta 
la indicación del recurso procedente ante esta Dirección General y el plazo 
de treinta días hábiles para interponerlo, luego la resolución del Registro 
Civil Consular devino firme y no cabe recurso.

III. Si bien es cierto que en materia de expedientes registrales no juega 
el principio de cosa juzgada conforme a la doctrina oficial de este Centro 
Directivo, según el cual mientras persista el interés público de lograr la 
concordancia entre el Registro Civil y la realidad (cfr. arts. 24 y 26 LRC), es 
factible reiterar un expediente o unas actuaciones decididas por resolución 
firme, siempre que la nueva petición se base en unos hechos o circunstan-
cias nuevas que no pudieron ser tenidas en cuenta en la primera decisión, 
sin embargo, en el presente caso no se ha tramitado un nuevo expediente 
en el que se hayan puesto de manifiesto hechos o circunstancias que desvir-
túen la calificación inicial, motivo por el cual se ha de declarar la inadmi-
sión del recurso interpuesto. La competencia o fuero alternativo entre los 
Registro Consulares y Central no puede ser entendida en el sentido de 
duplicar los procesos de calificación y de recursos contra los mismos.

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, declarar la inadmisión del recurso interpuesto.

Madrid, 24 de abril de 2006.–La Directora General de los Registros y del 
Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 


